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León, Guanajuato, a 30 de abril del año 2012, dos mil doce. . . . . . .  . . . . . . .  
V I S T O para resolver el expediente número 037/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano JOSE DE JESÚS CARREÓN LÓPEZ, en contra del Director de Fiscalización y Control, y de los inspectores de la Dirección de Fiscalización Juan Carlos Mondragón Camacho y Marcos Francisco Prado Villagómez, todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:
SEGUNDO.- Que la parte actora impugna el acta de infracción número   206212 A, de fecha 05 cinco de noviembre del año 2010, dos mil diez y la calificación de la infracción e imposición de la multa por la cantidad de $381.22 (trescientos ochenta y un pesos 22/100  moneda nacional). La existencia del primer acto se acredita con la copia al carbón de la citada acta de infracción, mientras que el segundo acto se acredita con el original del Estado de Cuenta de Multas Municipales, impreso con fecha 05 cinco de enero del año 2011, dos mil once, que  exhibió la parte actora y que obra en autos. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el  Juzgador de oficio o  a  instancia de parte debe proceder al análisis de las 
causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El entonces Tesorero Municipal aduce que el acto que se le imputa no existe y debe sobreseerse el juicio, por lo que se procede a estudiar la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Causal de improcedencia que se CONFIGURA, en razón de que de las constancias que obran en autos se advierte la inexistencia del acto imputado a esta autoridad, pues no existe ningún acto emitido por él, puesto que el acta de inspección y la calificación de la infracción administrativa no se encuentran emitidos por el entonces Tesorero Municipal, sino que están dictados por diversa autoridad; en consecuencia, se configura la causal de improcedencia establecida en la fracción VI del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y es procedente el sobreseimiento del Juicio respecto al titular de la Tesorería Municipal, conforme a lo señalado por la fracción II del artículo 262 mismo Ordenamiento Legal. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
El Director de Fiscalización y Control en la contestación de la demanda  manifiesta que debe declararse la improcedencia de conformidad con lo establecido en el artículo 241.- “Es improcedente el recurso contra actos y resoluciones, cuando: … III.- Se hayan consentido expresamente por el recurrente, mediante manifestaciones escritas de carácter indubitable. No se considera consentido el acto que se cumple por requerimiento; …”; sobre el particular se aclara que el citado artículo 241, fracción III, no es aplicable en el proceso administrativo, sin embargo, tomando en cuenta el sentido de la argumentación del consentimiento tácito del acto impugnado y de la petición expresada por dicha autoridad, se estudiará la causal de improcedencia contemplada en la fracción IV del artículo 261 del citado Código. Causal de improcedencia que no se CONFIGURA, en virtud de que el actor sostiene que se hizo sabedor de la calificación de la infracción hasta el día en que obtuvo el estado de cuenta aportado a este Juicio; sobre el particular cabe precisar que el acta de inspección combatida indebidamente es denominada acta de infracción, porque real y jurídicamente constituye una visita de inspección, la que no se encuentra consentida tácitamente, toda vez que este acto de naturaleza procedimental, adquiere el carácter de definitivo hasta que se da calificación de la infracción, acto que en la especie ya ocurrió, tal y como se advierte del Estado de Cuenta de Multas Municipales, impreso con fecha 05 cinco de enero del año 2011, dos mil once, que obra en autos de esta causa administrativa; de este modo, como se dijo en supralíneas, el acta de infracción impugnada es indebidamente llamada así, porque real y jurídicamente constituye un acta de visita de inspección; sin embargo, estas visitas por su naturaleza, en un dado caso son susceptibles de impugnarse en dos momentos a saber: el primer  momento se da cuando en el acta de visita de inspección se le imponga al visitado la clausura inmediata o algún otra medida de seguridad de las contempladas en el artículo 210 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, supuesto en el cual desde ese momento el particular visitado puede resentir un perjuicio de carácter jurídico, hipótesis que no sucede en el asunto que se resuelve y el segundo momento ocurre cuando la autoridad administrativa califica la infracción, supuesto que ya aconteció en la especie, luego entonces, es el caso que a partir de la notificación formal de la calificación de la infracción, la visita combatida dentro del procedimiento administrativo, adquiere el carácter de acto definitivo para efectos del proceso administrativo y hasta este momento es susceptible de impugnarse; sin embargo, es el caso que la autoridad omitió aportar al sumario los documentos en donde consta la notificación de la audiencia de calificación de la infracción, bajo esta premisa, existen elementos suficientes para sostener que el actor tuvo conocimiento de esa calificación hasta el día 05 cinco de enero del año 2011, dos mil once, fecha en que se expidió el Estado de Cuenta de Multas Municipales que obra en autos; consecuentemente, el escrito de demanda se encuentra presentado dentro del término legal, tomando en cuenta que se recibió en este Juzgado el día 18 dieciocho de enero de ese año, según se advierte del sello oficial de recibido de la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, que obra al reverso de la primer foja útil de la demanda, de donde resulta, que no le asiste la razón a la autoridad, dado que la demanda se presentó dentro del término legal de 30 treinta días hábiles establecido en el artículo 263 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por este motivo, no se configura la causal de improcedencia establecida en la fracción IV del artículo 261 del mismo Ordenamiento Legal. . .  . . . 
Ante la inoperancia de las anteriores causales de improcedencia y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que en el inciso A) del capítulo de conceptos de impugnación de la demanda, en esencia se aduce que el acta de infracción combatida, no cumple con los requisitos establecidos por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 208 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y, 31 y 34 del Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato; ya que si bien es cierto, el acta de infracción combatida en esencia se trata de una visita domiciliaria y se desprenden violaciones a disposiciones municipales, no medió previamente orden de visita por escrito debidamente fundada y motivada por autoridad competente, en este caso el titular de la Dirección de Fiscalización y Control de León, Guanajuato, en la cual designara a las personas para practicar la inspección, lugar a inspeccionarse, objeto, día y hora que se ha de practicar, nombre a quien va dirigido y no fue notificada previamente a la inspección, por lo que la actuación de los inspectores demandados fue arbitraria, sin apego a la legalidad, al atribuirse facultades que no les fueron concedidas previamente. En tanto que, los inspectores demandados, en la contestación sostienen en esencia que es ineficaz la argumentación por inoperante, toda vez que el acto por el que se sanciona al actor esta fundado y motivado, ya que ciertamente es una visita domiciliaria en la que se verificó contara con licencia de funcionamiento y fue omiso el actor; y, el acto de infracción consistió en el funcionamiento de una maquina de video juegos en el local aludido fuera del horario permitido y no contar con la licencia de funcionamiento. . . . . . . .  . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En autos se encuentra acreditado que con fecha 05 cinco de noviembre del año 2010, dos mil diez, se levantó el acta de infracción impugnada y que ya se dio la calificación de la infracción, en donde se determinó la comisión de la falta administrativa y se le impuso a la actora una multa, por la cantidad de $381.22 (trescientos ochenta y un pesos 22/100 moneda nacional), por el funcionamiento de 1 una máquina de video juegos fuera del horario establecido y por no mostrar la licencia de funcionamiento, lo anterior, sin sujetarse a la formalidad prevista en los artículos 30 y 31 del reformado Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de  León, Guanajuato, en virtud de que por disposición expresa del artículo 71 del aludido Ordenamiento Legal, a la inspección practicada sobre locales o establecimientos con máquinas de video juegos dentro de las que se encuentra las de juegos de azar, se aplica el procedimiento señalado para establecimientos con venta de bebidas alcohólicas; por tanto, el Director de Fiscalización y Control, se encuentra constreñido a agotar el procedimiento administrativo de manera previa a la calificación de la infracción administrativa, pues este persigue la tutela de los derechos subjetivos y los intereses jurídicos de los particulares, así como la protección de la legalidad y la justicia en el funcionamiento de la Administración Pública Municipal, según lo estipulado por el artículo 132 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, aplicado supletoriamente al referido Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios; siendo lo anterior así, la multa impugnada, debió imponerse al impetrante previa observancia de la formalidad establecida en el citado artículo 31, conforme al cual solo se practicará la visita de inspección previa orden escrita debidamente fundada y motivada, suscrita por el Director de Fiscalización y Control. . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, en el caso que se resuelve no se respetaron las formalidades esenciales para la práctica de la visita de inspección, puesto que no existió la orden de verificación emitida de manera previa a la visita de inspección realizada con fecha 05 cinco de noviembre del año 2010, dos mil diez, de ahí resulta, que con esta omisión se configura una causal de nulidad, ya que en autos de esta causa administrativa no obra dicho mandamiento escrito emitido por el Director de Fiscalización y Control de este Municipio, en el que se indicara el nombre del o los inspectores que realizarían la inspección refutada de ilegal, entre otros requisitos; por tanto, es evidente que estamos en presencia de un procedimiento administrativo irregular, pues la orden de inspección como primer acto del procedimiento es previa a la visita de verificación y a la calificación de la infracción, de este modo, con la referida omisión no se cumple con la exigencia del artículo 31 del reformado Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de  León,  Guanajuato; por consiguiente, la inexistencia de la orden de inspección constituye una irregularidad que da origen a la ilegalidad del acta de infracción impugnada, la que jurídicamente tiene el carácter de acta de inspección, por ende, en la especie no se satisface el elemento de validez de los actos o resoluciones administrativas previsto por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en consecuencia, es el caso que la omisión de la orden de visita viola de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, luego entonces, de acuerdo a lo previsto por el artículo 143, párrafos primero y segundo, en relación con el 300 fracción II, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente la declaración de la nulidad lisa y llana del acta de infracción número 206212 A. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En canto a la declaración de confesa de la parte actora, respecto de la segunda y la tercera posiciones de los pliegos presentados por los inspectores demandados y por el Director de Fiscalización y Control, respectivamente, cabe precisar que no se le confiere valor probatorio alguno, en virtud de que la confesión ficta comprende el reconocimiento de hechos que no le perjudican, pues en primer lugar se declara la nulidad de los actos impugnados por vicios del procedimiento administrativo de verificación, concretamente por la falta de la orden de inspección; y, es el caso, que en la segunda posición se le tiene por reconociendo el hecho de que los inspectores se identificaron al momento de realizar la visita de inspección y en la tercera posición reconoce el hecho de que fue escuchado antes de la imposición de la multa combatida, por tal razón dichas aseveraciones no desvirtúan la ausencia de la orden de inspección. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por ende, si el acta de infracción tiene el carácter de acto principal, entonces la calificación de la Infracción administrativa, como acto consecuente asume el carácter de acto accesorio y éste resulta ilegal al derivar de un acto viciado de origen, por tanto, no existe impedimento para declarar su nulidad, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal, ya que al no existir la orden de visita, es nulo todo el procedimiento administrativo de fiscalización desde su origen, así como la referida determinación del crédito fiscal, por tanto, todos los actos combatidos son ilegales, estimando que estos son etapas y consecuencia de dicho procedimiento y afectan de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la actora. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que la argumentación analizada en el considerando que antecede es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados y resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda, toda vez que de resultar procedente algún otro, en nada variaría el sentido de la presente sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los  demás motivos de queja”.  Tercera  Sala,  Séptima  época,  Volumen 
157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 143 párrafos primero y segundo, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, respecto del Tesorero Municipal, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . .  

TERCERO.- Se declara la  NULIDAD LISA Y LLANA del acta de infracción número 206212 A, de fecha 05 cinco de noviembre del año 2010, dos mil diez y de su acto consecuente como lo es la Calificación de la infracción, en la que se determinó la comisión de la infracción administrativa a cargo del impetrante y se le impuso la multa impugnada, por la cantidad de $381.22 (trescientos ochenta y un pesos 22/100  moneda nacional), por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
